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RESUMEN 

En 2008, el Gobierno de México, bajo creciente presión de actores del sector 

de justicia y de la sociedad civil, aprobó las reformas constitucionales que 

obligaban a la transición a un sistema de justicia penal acusatorio, dejando 

atrás el sistema inquisitivo. Este cambio requirió que los estados mejoraran la 

transparencia, efectividad y eficiencia en los procesos de justicia penal, 

protegiendo el debido proceso, promocionando la asistencia a las víctimas de 

delitos y fortaleciendo los derechos humanos. Como parte de la Iniciativa 

Mérida, USAID ha apoyado la reforma desde sus inicios, pero a partir de 2016 

se ha centrado en su consolidación a nivel estatal.  El trabajo realizado se ha  

enfocado en disminuir los altos niveles de impunidad a través de la 

priorización de los recursos de investigación y de la fiscalía.  

 

OBJETIVO: UN SISTEMA DE JUSTICIA MÁS TRANSPARENTE Y 

EFICIENTE 

USAID apoya a las fiscalías generales y tribunales, entre otras instituciones, 

para aumentar la eficiencia y efectividad de los sistemas de justicia penal y 

civil, incluyendo el desarrollo de capacidad analítica, y el acceso de las 

víctimas a la justicia. USAID también trabaja con actores de la sociedad civil y 

sector privado para informar a la ciudadanía sobre el valor de tener una 

justicia transparente, eficiente y receptiva. Los esfuerzos de USAID se 

centran en 11 estados: Baja California, Baja California Sur, Chihuahua, 

Coahuila, Jalisco, Nayarit, Nuevo León, San Luis Potosí, Sonora, Tabasco y 

Zacatecas (con actividades más limitadas en Hidalgo y Quintana Roo) 
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ACTIVIDAD DE USAID EN ESTADO DE DERECHO 
 

PROJUSTICIA (Management Systems International y Tetra Tech DPK) brinda asistencia técnica estratégica a 

las autoridades estatales y federales de México para apoyar una consolidación efectiva del nuevo sistema de justicia 

penal. Las actividades se centran en: fortalecimiento del marco legal; aumento de la capacidad procesal y judicial; 

aumentar la divulgación; creación de capacidad analítica en instituciones del sector de la justicia; y apoyar la asistencia a 

víctimas y el acceso a la justicia, en particular para las mujeres. 

Para el año fiscal 2018, PROJUSTICIA continuó brindando apoyo a las unidades especializadas de las fiscalías estatales 

(unidades de homicidio, violencia de género, robo y análisis de contexto/inteligencia). Además, PROJUSTICIA está 

fomentando una mayor colaboración interinstitucional mediante la promoción de desafíos de 100 días, en donde 

instituciones locales de gobierno, sociedad civil e iniciativa privada trabajan juntos para alcanzar una meta ambiciosa en la 

resolución de casos. En enero de 2018, PROJUSTICIA convocó a la primera ola de desafíos, la cual contó con la 

participación de ocho equipos en cinco estados diferentes. Los equipos vieron avances dramáticos en la cantidad de 

casos de robo y violencia de género resueltos en todas las ciudades. Debido al éxito obtenido, en julio del mismo año se 

llevó a cabo una segunda ronda de desafíos en siete ciudades de cinco estados, obteniendo grandes resultados y 

logrando la ampliación de la participación de la iniciativa privada. 

 


